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Las instituciones públicas encargadas de la gobernanza migratoria construyen las nociones de ciudadanía y aquellos considera-
dos “no ciudadanos”. Desde esta mirada, la administración chilena ha reconfigurado su función. Esta realidad se observa, por 
ejemplo, en la puesta en marcha de ciertas políticas llevadas a cabo durante el 2018 que imponen medidas restrictivas para el 
ingreso y permanencia de extranjeros. En concreto, este trabajo se centrará, particularmente, en el Proceso de Regularización 
Migratoria Extraordinaria y sus efectos en la producción de irregularidad. Sin embargo, el objetivo consiste en describir, desde 
un enfoque cualitativo y exploratorio, el impacto de estas nuevas medidas en la regularidad de migrantes que habitan en una zona 
fronteriza ubicada en el extremo norte chileno. A partir de lo anterior, se analizan entrevistas realizadas a informantes claves 
y a personas que participaron en el proceso de regularización. Concluimos que, pese al reconocimiento positivo de la medida, 
su implementación fue llevada a cabo con escasa información disponible, con problemas para las comunidades al no permitir 
acceder a empleos formales y excesiva demora en la tramitación de las solicitudes, lo que generó estatus migratorios irregulares 
y perpetuó factores de precariedad.
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interviews with key informants and people who participated in the regularization process are analyzed. We conclude that, despite 
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Introducción

Desde una perspectiva clásica, la migración fue 
concebida como un proceso que tiene como objetivo 
maximizar el bienestar, mejorar la calidad de vida 
o mejores expectativas económicas (Tapia, 2011). 
No obstante, las teorías migratorias contemporáneas 
se desmarcan de esta concepción economicista de 
las migraciones, y las conciben como una decisión 

de carácter multidimensional, que tiene como fin 
mejorar expectativas económicas, al tiempo que 
reconoce que la migración es un acto colectivo 
(Stefoni, 2012; Tapia y Ramos, 2013; Leiva et al., 
2017; Contreras et al., 2017). Es decir, se reconoce 
que, habitualmente, la movilidad involucra otras di-
mensiones, como la migración forzada, producto de 
conflictos políticos-económicos, desastres naturales, 
entre otros (Tapia, 2012; Martínez, 2003; Sassen, 
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2007; Liberona, 2015a; Grimson y Lube-Guizardi, 
2015; Ceriani, 2016). 

Durante los últimos años hemos visto cómo 
ha aumentado sustantivamente la migración en 
el contexto chileno (Ramos y Tapia, 2019). En 
efecto, si en el 2014 la población migrante llegaba 
a 410.988, para el 2019 alcanzó 1.492.522 (INE, 
2019). Sin embargo, a pesar del aumento de las 
personas extranjeras asentadas en el país, y los 
significativos cambios en los patrones migratorios 
durante las últimas décadas, este país tardó más 
de 40 años en ajustar su marco legal a las nuevas 
características de la movilidad1. A saber, la ley de 
extranjería y migración en Chile fue la más antigua 
de la región latinoamericana. 

El último intento por reformar la ley de mi-
graciones y extranjería fue el lunes 9 de abril de 
2018. El presidente Sebastián Piñera (2018-2022) 
reactiva un proyecto de ley que ya había presentado 
en su primer mandato (Boletín Nº 1139506)2 y que 
el 20 de abril del presente año fue publicada en el 
Diario Oficial, convirtiéndose en la Ley 21.325 de 
Migración y Extranjería. Al anunciar el proyecto, 
el Presidente señala que busca modernizar la actual 
ley de migración y extranjería. En lo expresado 
por la autoridad, esta ley busca garantizar una 
migración segura, ordenada y regular, igualdad de 
derechos y obligaciones para quienes residan en 
Chile, integración cultural y respeto a los derechos 
fundamentales de los migrantes (Aste, 2018). No 
obstante, a pesar del enfoque de derechos que se le 
ha intentado imprimir a esta nueva ley, el discurso de 
“ordenar la casa” por parte de diversas autoridades 
de gobierno (Dufraix et al., 2020), ha permitido la 
convivencia de estrategias contradictorias entre los 
enfoques de derechos humanos y seguridad nacional 
(Stang, et al., 2020). 

En concreto, es posible advertir algunos alcances 
de diversas medidas administrativas complementarias 
a la discusión del proyecto de ley de migraciones y 
extranjería que, en su puesta en marcha, han generado 
cuestionamientos de la población migrante residente 
en Chile. De este modo, este artículo se centrará, 
particularmente, en el Proceso de Regularización 
Extraordinaria (en adelante, PREX), medida im-
plementada en abril del 2018. Para ello, el objetivo 
de este trabajo es conocer la percepción de las y los 
migrantes acerca de la implementación del PREX 
en cuanto al acceso a la información, tiempos de 
demora en la tramitación, acceso al empleo, entre 
otras categorías de análisis, así como también 

describir el impacto de la medida. La metodología 
de investigación utilizada es cualitativa, desarrollada 
en dos etapas de trabajo. La primera fase es de re-
visión documental de fuentes secundarias: decretos 
administrativos, reportes de ley de transparencia, 
marco legal nacional e internacionales, prensa local y 
nacional, entre otros documentos. La segunda etapa 
es la aplicación de entrevistas semiestructuradas a 
informantes claves y entrevistas en profundidad a 
personas migrantes que participaron en el PREX y 
que habitan en la región de Tarapacá. La decisión 
de situar el análisis en este espacio se debe, entre 
otros factores, a que se identifica como un territorio 
extremo caracterizado por su entorno transfronte-
rizo y por ser la región con mayor proporción de 
migrantes en Chile (INE, 2020), y con la mayor 
proporción de inscritos en dicho proceso adminis-
trativo (Subsecretaría del Interior, 2020a).

El itinerario de este trabajo es el siguiente: en 
una primera parte se describen antecedentes res-
pecto de los procesos de regularización migratoria 
extraordinaria en Chile. A continuación, en el marco 
teórico se discutirá en relación con la migración 
e irregularidad. En tercer lugar, se explorará el 
impacto del proceso de regularización migratoria 
para el caso tarapaqueño. Para lo anterior, presen-
tamos los hallazgos más relevantes del trabajo de 
campo, mediante la aplicación de las entrevistas, 
dialogando con el marco teórico acerca de la mi-
gración, entendiendo que, para el caso chileno, el 
cambio del patrón migratorio en el último tiempo 
ha tomado características que la política pública en 
materia migratoria no ha considerado. Finalmente, 
expondremos las principales conclusiones de este 
estudio.

1. Procesos de regularización migratoria en 
Chile: algunos antecedentes de contexto

Desde los años 80, los procesos de regularización 
migratoria se han analizado en distintos países del 
mundo desde un punto de vista comparativo (Alonso, 
2013). Sin embargo, durante las últimas décadas se 
ha estudiado desde el impacto socioeconómico hasta 
la eficacia que tiene frente a las políticas públicas 
en materias de migración (Colombini, 2012). De 
hecho, son varios los países que han tomado la 
opción de regularizaciones extraordinarias3 para 
poder ordenar el flujo migratorio y, a la vez, sepa-
rar a aquellos que no cumplan con los requisitos 
(Domenech, 2017).
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En este sentido, Chile ha vivido tres procesos 
de regularización migratoria durante las últimas 
décadas Y, como bien nos plantea Durán y Thayer 
(2018), a lo largo de la historia chilena las diversas 
iniciativas legales ante migraciones nos invitan a 
conocer la forma en que se concibe al migrante, y 
cómo la sociedad receptora los asume. Por tanto, 
describir estos procesos podría iluminar la secuencia 
y antecedentes, en los que se ha construido la noción 
de migrante en este país.

El primer proceso de regularización se realizó 
durante el gobierno del presidente Eduardo Frei 
(1994-2000), implementado en octubre de 1998. 
Tiempos en que Chile comenzaba a ser un país 
receptor de migración, principalmente de naciona-
lidad peruana (Stefoni, 2002), producto, entre otros 
factores, de la inestabilidad política, económica y 
social de Perú (Tapia, 2012). Este proceso, llamado 
“Amnistía Provisoria”, consistió en otorgar visas de 
trabajos temporales por dos años, sin la necesidad 
de contar con un contrato de trabajo. La medida 
benefició a más de 22 mil migrantes, mayormente 
de nacionalidad peruana. 

Un segundo proceso de regularización lo im-
pulsó la presidenta Michelle Bachelet en su primer 
mandato (2006-2010). El 22 de octubre de 2007, 
el subsecretario del Ministerio del Interior anunció 
el “Proceso de Regularización de Permanencia”. 
Las expectativas del Gobierno estimaban que 
20 mil personas se regularizarían. Sin embargo, 
fueron alrededor de 50 mil visas entregadas entre 
inmigrantes peruanos, bolivianos y ecuatorianos, 
principalmente. A las/os migrantes regularizados/as, 
se les otorgó una visa de residente temporario de un 
año de vigencia, teniendo la posibilidad, al término 
de este plazo, de solicitar la visa correspondiente de 
acuerdo con la normativa de Extranjería. Además, 
se determinó que ninguna persona migrante en 
situación irregular pagaría multas.

El tercer proceso de regularización migratoria, 
objeto de nuestro estudio, fue implementado en el 
2018. De este modo, junto con anunciar un nuevo 
proyecto de ley de migraciones y extranjería, el 
Gobierno chileno comunicó la voluntad de esta-
blecer un “Proceso de Regularización Migratoria 
Extraordinaria” para integrar a los/as migrantes que 
se encontraran en situación irregular. El PREX buscó 
propiciar una migración segura, ordenada y regular 
para mantener el “orden” dentro del país (Ministerio 
del Interior, 2018). En términos generales, se permitió 
registrar y regularizar a quienes estuvieran en el país 

en situación irregular y hubieran ingresado hasta 
el 8 de abril de 2018. Específicamente aquellos/as 
extranjeros/as que ingresaron de forma irregular al 
país eludiendo controles migratorios; extranjeros/as 
que residan en el país con visa de turismo vencida 
o visa temporaria vencida, y extranjeros/as que 
realizaran actividades remuneradas sin el permiso. 

La primera etapa del PREX fue desde el 23 de 
abril de 2018 hasta el 22 de julio de 2018, destina-
da a la inscripción de las personas migrantes que 
ingresaron por un paso habilitado. Sin embargo, 
para quienes ingresaron por algún paso no habili-
tado, el proceso de registro solo duró 30 días. La 
segunda etapa, a contar del 23 de julio de 2018, 
fue de procesamiento de la información, donde las 
personas migrantes debían presentar su certificado 
de antecedentes debidamente apostillado por el país 
de origen, y los/as menores de edad el certificado de 
nacimiento. Se identifica que la obtención de este 
documento fue una de las mayores dificultades en el 
PREX, principalmente para nacionales provenien-
tes de Venezuela, Haití y República Dominicana. 
Para disminuir este impacto, el Gobierno chileno 
decide extender el plazo de cierre por tres meses4. 
Una vez inscritos, se les entregó un “Certificado 
de Inscripción en Registro de Regularización”, el 
que los autorizaba para residir en el país mientras 
durara el proceso, pero no podían incorporarse a 
la fuerza laboral mientras esperaban los resultados 
del PREX.

Sin embargo, el Gobierno chileno proyectó que, 
en la etapa de registro, incorporación de antecedentes 
y aceptación o rechazo participarían alrededor de 300 
mil migrantes. No obstante, se inscribieron 155.483. 
En términos de resultados obtenidos, el 88,5% de 
las solicitudes fueron aprobadas y 11,5% fueron 
rechazadas por contar con antecedentes penales, o 
por no cumplir con los requisitos (Subsecretaría del 
Interior, 2020a). En este caso, según las autoridades, 
para aquellos/as que fueron rechazados en el PREX 
debían hacer abandono del país o esperar la expulsión 
por irregularidad. Sin embargo, estos antecedentes 
ponen en duda la capacidad del Estado chileno de 
realizar esa cantidad de expulsiones, toda vez que 
1 de cada 3 expulsiones dictadas son concretas por 
el sistema chileno (Brandariz et al., 2018). De este 
modo, frente a la incapacidad del sistema de realizar 
todas las expulsiones, es que muchos extranjeros 
quedarían en situación irregular, habitando en el 
país sin protección del Estado y sujetas a mayor 
vulnerabilidad (Dufraix et al., 2020).
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Es oportuno tener presente que una aceptación 
de permiso de residencia no implica que las perso-
nas migrantes obtuvieron el permiso. De hecho, a 
dos semanas de terminar el PREX, se identificaron 
43 mil solicitudes que, pese a tener aprobada la 
residencia temporaria, no habían logrado mate-
rializar el proceso5. Esta situación ocurrió, como 
mencionamos anteriormente, porque las personas 
migrantes debían, una vez aprobada la solicitud, 
incorporar un certificado de antecedentes apostillado 
por el país de origen. Sin embargo, el alto número 
de solicitudes en las embajadas de los nacionales 
que se acogieron a la solicitud hizo que este trámite 
fuera el “cuello de botella” del PREX. De hecho, 
la Red Nacional de Organizaciones Migrantes y 
Promigrantes comunicaron su malestar y preocu-
pación por el proceso de regularización, debido a 
que no se contaba con la información suficiente, 
ni el tiempo esperado para el proceso de regulari-
zación6 (Andrade, 2019). Es por lo anterior que el 
PREX, junto con la nueva Ley de Migraciones y 
Extranjería, se instalan bajo el lema de “migración 
segura, ordenada y regular”, identificando, con ello, 
que la idea de “migración ordenada” constituye uno 
de los componentes fundamentales en la gobernanza 
migratoria (Stang, 2020) en el contexto chileno. 

Por gobernanza migratoria, a la luz de los 
trabajos de Domenech (2013;2017;2018), se hace 
referencia a una forma de gestionar las políticas de 
migraciones, migration management que incorpora 
una mirada global de la migración y que se inspira 
en la gestión de la movilidad. En este sentido se 
disponen ciertos mecanismos de control migratorio 
y fronterizo, como, por ejemplo, la apertura regulada 
de las fronteras, asumiendo que su cierre resulta 
imposible o la instalación de la idea de migración 
ordenada, en contraposición a una migración irregular 
donde los Estados generan estrategias de “combate”. 
La gobernanza migratoria también implica diversos 
despliegues de cooperación entre los Estados y 
que, si bien contempla un discurso de Derechos 
Humanos, estos se encuentran subordinados a la 
gestión eficaz de los flujos migratorios, apelando 
al discurso humanitarista o del migrante como 
“victima”. Lo anterior, por ejemplo, es visible en 
las diversas medidas de control fronterizo imple-
mentadas durante la última década en el contexto 
chileno (Plan Frontera Norte, Plan Frontera Segura, 
Plan Colchane) donde mediante los documentos de 
diseño y la narrativa de Estado, es posible observar 
la dimensión proteccionista a las personas migrantes, 

quienes podrían ser víctimas del “crimen organizado 
transnacional”. Este paradigma, a su vez, convive 
con políticas de securitización que se ven materiali-
zadas, por ejemplo, en la militarización de las zonas 
fronterizas donde las medidas criminalizantes que 
se despliegan son, abiertamente, en nombre de la 
seguridad nacional (Ramos y Tapia, 2019). Estos 
procesos discursivos y políticos: “construyen una 
fórmula intersubjetiva al interior de una comunidad 
política, con el fin de tratar ‘algo’ (Bravo, 2015: 
147) que involucra un peligro o amenaza”.

De acuerdo con lo anterior, junto con reforzar 
retóricas nacionalistas durante la puesta en marcha 
del PREX, se incrementaron los controles en zonas 
fronterizas, las negaciones de ingreso y aumentaron 
los dictámenes de deportaciones administrativas por 
situación de irregularidad (Subsecretaría de Interior, 
2020b). Además, se crearon visas especiales para 
dos grupos que generaron altas expectativas, pero 
con baja concretización. En el caso de los nacionales 
provenientes de Haití, por ejemplo, se crea el visto 
consultar de turismo, los que deben ser solicitados en 
el país de origen. Junto con esto, se crearon vuelos 
especiales para retornar a haitianos a su país bajo 
el “Plan de Regreso Ordenado”. En el caso de los 
nacionales provenientes de Venezuela, se creó la 
Visa de Responsabilidad Democrática, la que, al 
ser emitida desde Venezuela y dada la situación 
política en la que se encuentra dicho país, lo que 
ocurrió fue que aumentó la burocracia premigratoria 
y se entregaron un número reducido de visas7. De 
hecho, esta política migratoria fue suspendida en 
noviembre de 2020. Pero, lo que generaron los vistos 
consulares no fue un “orden migratorio”, sino más 
bien una desregulación del proceso migratorio.

En efecto, se considera que estas políticas 
crean un tipo de migración selectiva, aceptando la 
permanencia de extranjeros/as que son un “aporte” 
para el país y excluye a los “indeseados” (Liberona, 
2015). Todo lo anterior, justificado en aceptar a 
aquellos migrantes que contribuyan al desarrollo 
y, a su vez, proteger la seguridad de quienes están 
migrando (Stefoni et al., 2018). Son políticas de 
“control con rostro humanitario” que están enmar-
cadas dentro del discurso de los derechos humanos, 
pero persiguen lo mismo que las políticas migratorias 
más restrictivas, es decir, persiguen controlar los 
flujos de migración, pero no por su estadía en el país 
(Domenech, 2013; Arís et al., 2018). Tal como lo 
menciona Colombini, “resulta entonces evidente que 
en algunos países los programas de regularización 
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migratoria no han sido adoptados como parte de una 
política migratoria racional y flexible, sino que, al 
contrario, han representado, y siguen representando, 
una herramienta puntual para suplantar la falta de 
una política migratoria insuficiente y para intentar 
resolver crisis migratorias periódicas” (2012: 59).

En suma, según la revisión de antecedentes, se 
considera que el PREX se implementó en un contexto 
de política migratoria altamente restrictivo, y en 
particular, con tres vertientes complejas. En primer 
lugar, con escasa información para que las personas 
migrantes pudieran conocer la implementación de 
la iniciativa. En segundo lugar, se generó un “cuello 
de botella” producto de la demora en la obtención 
de los certificados de antecedentes apostillados 
por los países de origen. Y, en tercer lugar, por la 
prohibición de trabajar formalmente para aquellos/
as inscritos en el PREX hasta la resolución de sus 
solicitudes. Es por lo anterior que consideramos 
pertinente indagar en los efectos de este proceso 
en la voz de las personas migrantes y actores de la 
sociedad civil, cuestión que se desarrollará en el 
apartado metodológico de la presente investigación.

2. ¿Regularización o producción de 
irregularidad por vía administrativa?

Se reconoce que la irregularidad no es la única 
situación que surge como resultado de las políticas 
migratorias y fronterizas. Como bien nos plantea 
Thayer et al., (2017), el estatus legal precario es 
heterogéneo en términos de categorías migrato-
rias, y oscila entre condiciones de temporalidad 
permanente, hasta la condición de irregularidad. 
Sin embargo, a efectos de este estudio, interesa 
analizar la irregularidad migratoria en Chile como 
consecuencia de lógicas que van encaminadas hacia 
el cierre de frontera para una migración “no deseada” 
(Ovando y Ramos, 2016; Ramos, 2018) y, asimismo, 
una aceleración en la condición de irregularidad 
(Dufraix et al., 2020). Lo que no implica comprender 
el acceso a la ciudadanía como la capacidad que 
tiene la administración para otorgar aquello que se 
reconoce, desde una dimensión normativa, como 
ser ciudadano. De hecho, se considera como un 
punto inicial en torno a reconocer la igualdad en 
una comunidad nacional determinada (Thayer et al., 
2020). En efecto, siguiendo la idea de ciudadanía 
como membresía, adherimos a la noción que la 
concibe como un proceso que implica la plena 
participación en el ámbito social y político, es ser 

y sentirse miembro de una comunidad determinada 
(Vargas, 2011).

De acuerdo con lo anterior, lo que está en la 
base de este supuesto en la concepción acerca del 
alcance de ciudadanía por parte de los Estados 
nacionales, es la capacidad que tienen no solo para 
restringir, registrar y gestionar la movilidad, sino 
también para producir irregularidad de miles de 
trabajadores migrantes con la consecuente crimi-
nalización producida por un estatus legal precario, 
que despoja de derechos y promueve la precariza-
ción de sus vidas (De Génova, 2004). De hecho, la 
condición de “expulsabilidad”, como, por ejemplo, 
las personas migrantes que fueron rechazadas en 
el PREX abren un escenario complejo en materia 
de derechos humanos. Lo anterior se debe, como 
mencionamos anteriormente, a que los altos costos 
en la gestión de las expulsiones superan las capaci-
dades de los Estados y su intención para ejecutarlas, 
por tanto: “los migrantes que están sujetos a esta 
sanción [expulsión], permanecen en situación de 
irregularidad (Thayer et al., 2017:  38).

De este modo, la condición de irregularidad 
no se reduce únicamente a la expulsión de los 
“no-ciudadanos”, sino que también a la disciplina 
social y laboral resultado ya no de la expulsión, 
sino de la expulsabilidad (De Génova y Peutz, 
2010). Esta forma de gestionar las migraciones 
permite comprender una producción legal de la 
ilegalidad (De Genova, 2004), donde las medidas 
implementadas, en conjunto con el reforzamiento 
de retóricas nacionalistas como la idea de “orde-
nar nuestro hogar común”, abre una paradoja en 
términos de lo que se propone y lo que se obtiene 
(Concha, 2018). Por tanto, desde una perspectiva 
crítica, lo que está en la base de estas medidas es 
que mientras se espera, regularizar, registrar y 
“ordenar la casa”, en efecto, una gran cantidad de 
migrantes se exponen a trabajos en el marco de la 
informalidad (Dufraix et al., 2020). De hecho, la 
irregularidad “es un factor decisivo a la hora de 
ofrecer condiciones laborales que violan todas 
las normas nacionales e internacionales” (Stefoni 
et al., 2017: 110). 

A partir de lo anterior, junto con la implemen-
tación del PREX, se identifica que el sentido de 
urgencia para una nueva ley de migraciones en el 
contexto chileno se concentró en el incremento de 
migrantes que hemos presenciado en los últimos 
años (Dufraix et al., 2020). Uno de los aspectos más 
relevantes dice relación con la forma cómo se ha 
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constituido la integración en el país de destino. Es 
decir, el ingreso al territorio nacional como turista 
y la posibilidad de realizar un cambio de categoría 
migratoria (DL Nº 1904) 8. Lo anterior, no suponía 
una infracción a la norma administrativa. Por el 
contrario, esta forma de acceso a visas temporarias 
es una característica en los países de América del 
Sur. Sin embargo, la débil estructura administrativa 
que gestiona los visados en Chile, muchas veces, 
no permite el acceso adecuado a la regularización 
de visas de permanencia mayor. Con lo que se 
identifica que muchos migrantes ingresan con visa 
de turista y terminan quedándose más tiempo sin 
regularizar su situación, se exponen a precariedad 
habitacional y social, abusos laborales, entre otras 
vulnerabilidades (Stang et al., 2020).

Otras disposiciones administrativas impulsadas 
por el Gobierno chileno, en el tiempo de imple-
mentación del PREX, fueron eliminar las visas por 
motivos laborales y reimpulsar el otorgamiento de 
la visa sujeta a contrato. Permiso que ha sido objeto 
de históricas críticas por parte de expertos/as en 
migraciones, ya que no solo precariza los derechos 
laborales de los trabajadores, sino que, más que 
ningún otro tipo de permiso, genera mercados de 
contratos falsos; alta carga administrativa a un 
sistema de atención y resolución de permisos que 
se encuentra colapsado y que, por tanto, significa 
mayores demoras para resolver los permisos de 
residencia (Tumba, 2019). 

Un antecedente relevante en este contexto de 
nuevas medidas administrativas para extranjeros 
surge del “Pacto Mundial para la Migración orde-
nada, segura y regular”9, impulsado por la ONU 
y firmado por la mayoría de los países del mundo 
en Marrakech, durante el 2018. En este pacto cada 
Estado se compromete a facilitar una migración 
segura, ordenada, regular y responsable. Incluye el 
Pacto, dentro de sus objetivos, cuestiones de tipo 
humanitario, de desarrollo y derechos humanos. Este 
instrumento internacional es de tipo no vinculante 
jurídicamente, de hecho, no obliga a los países que 
lo firman, no dicta ni se impone sobre los Estados 
y respeta la soberanía de sus respectivos territorios 
(ONU, 2018). Sin embargo, en este contexto de 
cooperación internacional, Chile decide abstenerse 
de la votación10. De hecho, según las autoridades 
del actual gobierno chileno, la migración no es 
considerada como un derecho humano11.

En concreto, la política migratoria y fronteriza 
del actual gobierno chileno comprende, entre otros 

aspectos, garantizar una migración de puertas abiertas 
para quienes quieran vivir en Chile bajo sus leyes y 
aportar al país, pero, al mismo tiempo, una política 
de puertas cerradas para aquellos en condición de 
irregularidad y quienes no cumplan las leyes12. Sin 
embargo, estas políticas restrictivas generan condi-
ciones para la irregularidad, que sitúa a la población 
migrante como objeto de referencia entre prácticas 
y narrativas de criminalización y exclusión en las 
sociedades de acogida (Domenech, 2013). De este 
modo, la irregularidad es una situación de amenaza 
para cualquier migrante, debido a que, si la persona 
no tiene todos los documentos, no cumple con la 
fecha indicada o no paga las respectivas tasas, queda 
en situación irregular por trámites administrativos, 
que, muchas veces, son externos a su responsabilidad 
(Aquino, 2015). 

En efecto, Aquino nos describe el impacto de 
la irregularidad en los/as migrantes y las estrategias 
que utilizan como técnicas de subsistencia: la “ile-
galidad” no es un resultado natural o automático 
de un cruce de fronteras no autorizado o de otras 
faltas a la ley de inmigración. La “ilegalidad” es 
un estado producido por la propia ley, es decir, se 
trata de una condición sociopolítica provocada, 
ambivalente y controvertida” (2015: 75 y ss.). Es 
importante considerar que la situación de irregula-
ridad queda invisibilizada frente a la sociedad y el 
Estado, ya que quienes se encuentran en esta situa-
ción no se pueden exponer para no ser expulsados 
del país (Quinteros et al., 2019), sus necesidades 
no son consideras como una problemática y sus 
derechos fundamentales son pasados a llevar 
(Silva, 2020). De hecho, las personas migrantes 
que se encuentran en situación irregular siempre 
van a querer regularizar su situación, ya sea por la 
tranquilidad que esta genera, como para también 
poder acceder a los beneficios, trabajar de manera 
formal, acceso a la salud, etc. (Noriega, 2014). De 
esta forma, el efecto de la irregularidad en la salud 
mental de las personas es muy alto, ya que genera 
distintos sentimientos y pensamientos de angustia, 
persecución, miedo e inseguridad, lo que los lleva 
a desarrollar estrategias personales y comunitarias 
para la cotidianidad (Aquino, 2015).

Por tanto, cuando las personas migrantes son 
empleadas de forma irregular, ya sea en la economía 
sumergida o en empresas legalmente constituidas, 
los países pierden la habilidad en manejar y regular 
el mercado laboral, y recaudar impuestos. Es por ello 
que la OCDE (2000) indica que esta es una de las 
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razones principales por la que países como Grecia, 
Italia, España, Portugal, Francia y EE.UU. han optado 
por regularizar a inmigrantes sin documentos. Aun 
así, se reconoce que dichas políticas excepcionales de 
regularización nunca van a eliminar la irregularidad 
debido a que solo elige a quienes son “beneficiosos” 
para el Estado y pueden contribuir al desarrollo del 
país, mientras quienes no son elegibles para esto, 
siguen estando indocumentados a la espera de su 
expulsión (Domenech, 2017). 

Sin embargo, se verifica que el nexo que se 
establece entre migración y seguridad estima 
que el fenómeno migratorio es un problema de 
‘ilegalidad’, lo que hace legítimo los discursos 
nacionales en torno a seguridad (Stang y Stefoni, 
2016; Domenech, 2017). Cuando la migración no 
es “ordenada y legal” se asocia a peligrosidad o 
criminalidad. Esta asociación, entre delincuencia 
y migración irregular, se presenta como problema 
de seguridad y, en consecuencia, la responsabili-
dad se asienta en el mayor control de las fronteras 
(Campesi, 2012). Sin embargo, es importante 
recordar que las políticas restrictivas promueven 
la migración irregular, facilitando el desarrollo 
del negocio criminal de las redes de traficantes y 
tratantes que, en muchas ocasiones, se superponen 
(Lasso y Artola, 2011).

3. La regularización migratoria en una región 
fronteriza: el caso tarapaqueño

La región de Tarapacá se ha visto como un gran 
atractivo para quienes deciden migran, en especial 
por la variada oferta de trabajo, pero también por 
el carácter transfronterizo que tiene este territorio 
(Tapia, 2012). En efecto, “las recurrentes crisis de 
los países vecinos y el bajo nivel de desarrollo de 
los departamentos fronterizos han configurado a 
Tarapacá como un lugar para concretar proyectos 
migratorios de corto y largo aliento” (Tapia y Ramos, 
2013: 4). Es por ello que se considera relevante 
explorar los alcances del PREX en un contexto de 
histórica movilidad fronteriza (Tapia y Ovando, 
2013; Díaz y Sánchez, 2016). Lo anterior responde, 
entre otras cosas, a que en la región de Tarapacá 
se aprecia una presencia de extranjeros de origen 
fronterizo como un rasgo permanente (Aedo, 2017). 
Es así como se identifican singulares patrones de 
movilidad. Como, por ejemplo, investigaciones 
realizadas en la zona norte utilizan el término de 
“migración circular”, debido a que migrantes, de 

Perú y Bolivia, no abandonan su lugar de origen 
ni se establecen por un gran período en otro lugar, 
“movimientos de población repetitivos, de idas y 
venidas, que no buscan establecerse en el país de 
destino” (Leiva et al., 2017). 

En términos demográficos, las estimaciones 
de población extranjera en Tarapacá representan 
16,9% de la población total (INE, 2020), siendo 
el mayor porcentaje a nivel nacional y una de las 
cuatro regiones del país donde la población migrante 
supera el 10% de la población total. Además, la 
comuna de Iquique es la quinta comuna con mayor 
población migrante, alcanzando 39.706 personas.

Respecto del PREX, para el caso tarapaqueño, 
se inscribieron 14.124 migrantes (Gobernación 
Provincial de Iquique, 2020), siendo la segun-
da región con más inscritos, luego de la región 
Metropolitana. Las solicitudes de regularización 
representaron 9,7% a nivel nacional y las nacio-
nalidades con mayor población inscrita fueron 
Bolivia, Perú y Cuba (Subsecretaría del Interior, 
2020c). En relación con inscritos/as por género, las 
mujeres inscritas en el proceso de regularización 
fueron 68.331 a nivel nacional y 6.334 en la región. 
No obstante, debido a lo anteriormente descrito, 
esta investigación busca conocer la percepción 
que tienen las personas migrantes inscritas en el 
PREX y residentes en la comuna de Iquique y 
Alto Hospicio, región de Tarapacá, como territo-
rio representativo en la implementación de esta 
medida administrativa.

4. Metodología de trabajo

En este apartado se hará una breve caracteriza-
ción de los y las entrevistadas para, posteriormente, 
vincular los principales hallazgos obtenidos en el 
trabajo de campo con las presunciones teóricas 
expuestas en los apartados anteriores.

El trabajo de campo se dividió en dos etapas. 
Durante marzo de 2020 se realizaron entrevistas a 
informantes claves que participan en organizaciones 
de la sociedad civil, migrantes y promigrantes, todas 
fueron presenciales. El afán fue conocer los discur-
sos de las informantes claves, respecto del PREX y 
los apoyos otorgados a las personas migrantes. Las 
informantes claves son mujeres que participan en 
instituciones públicas y organizaciones que trabajan 
directamente con la población migrante.

Además, se realizaron entrevistas a personas 
migrantes durante agosto y octubre de 2020, vía 
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zoom debido al contexto de pandemia. En cuanto 
al perfil de los y las migrantes entrevistadas, se 
encuentran en un rango de edad de 22 a 58 años, 
provenientes de Venezuela, Perú y Colombia, cuyos 
años de ingreso a Chile fueron entre 2012 y 2018. 
Todos/as ingresaron con visa de turismo, quedando 
después en situación administrativa irregular. Todos/
as los/as entrevistados participaron en el PREX, 
algunos/as se encontraron, al momento de las entre-
vistas, con prórroga de residencia temporaria por no 
contar con todos los requisitos, y otros/as en trámite 
para la visa definitiva. Las personas entrevistadas 
accedieron a nuestra investigación mediante la 
firma de un consentimiento informado, donde se 
describió el objetivo del proyecto de investigación, 
anonimato, confidencialidad y compromiso ético. 
Los nombres han sido cambiados para proteger su 
identidad.

Para el análisis de los resultados obtenidos, 
en primer lugar, se considerará los motivos de la 
migración y experiencia de tránsito como contexto, 
y se centrará en aquellas categorías que atañen 
directamente al objeto de estudio: empleo y me-
canismos de subsistencia, acceso a la información 
acerca del PREX, tiempo total en la tramitación de 
las solicitudes, redes de apoyo y percepción global 
del proceso.

4.1. Alcances y limitaciones del PREX

En las últimas décadas, Chile se ha convertido en 
un punto atractivo para los migrantes por el desarrollo 
económico y nuevas oportunidades para quienes 
buscan un mejor futuro (Bustillos et al., 2018). La 
posibilidad de encontrar una mayor estabilidad, 
por medio de un trabajo, es lo que principalmente 
motiva a quienes migran. Lo anterior, lo vemos 
reflejado en el siguiente relato: 

“Porque tenía a mis hijos y necesitaba 
trabajar acá, dejé a mis hijos en Perú para 
buscar una mejor posibilidad económica 
(Ana, nacionalidad peruana, entrevista en 
profundidad).

“Bueno, yo estuve en Perú como 4 meses 
y la verdad que no me gustó. Acá por el 
cambio de la moneda para enviar ayuda a 
Venezuela a mi familia, me servía mucho 
más” (Juan, nacionalidad venezolana, 
entrevista en profundidad).

Las mujeres se han incorporado fuertemente 
a la población económicamente activa, trabajo 
que muchas veces se encuentra fuera de su país de 
origen, como es el servicio doméstico, los trabajos 
no calificados y otro tipo de servicios personales 
(Silva, 2020). De hecho, según Segovia et al., 
(2018), trabajar en otro país es una vía por la que 
muchas mujeres migrantes, al no encontrar trabajo 
en su país de origen, favorecen su autonomía y 
empoderamiento económico. Además, se observa 
que muchas veces el valor del cambio de la moneda 
es un factor determinante para residir en Chile 
(Stefoni, 2009).

Respecto de las distintas experiencias en el 
tránsito que tienen las personas migrantes, habitual-
mente se encuentra relacionada con el tipo de política 
fronteriza de los países receptores (Velasco, 2009). 
Así, bajo el lema de “migración segura, ordenada y 
regular”, para el caso chileno, se han incrementado 
los controles migratorios en fronteras; han aumen-
tado las deportaciones y la negación de ingreso, 
operando, además, la discrecionalidad por parte de 
algunos agentes de control fronterizo (Quinteros, 
2016; Stefoni et al., 2018). Es así como, según lo 
que se observa en el siguiente relato, las autoridades 
fronterizas aplican mecanismos discrecionales a 
la hora de permitir, por ejemplo, el ingreso por un 
periodo determinado: 

“La chica de la PDI [Policía de 
Investigaciones de Chile] no nos quería 
dejar entrar porque nos decía que no quería 
ver a niños mendigando en la calle, yo por 
más que le insistía (sic) que no iba a ser 
así, ella no quería darnos los 90 días, sólo 
15. Yo le explicaba que veníamos de un 
viaje de una semana por carretera, cómo 
nos iba a dar 15 días, más con todas mis 
complicaciones, pero igual entiendo su 
preocupación, más con lo que está pasando 
ahora” (Javiera, nacionalidad venezolana, 
entrevista en profundidad).

Estas situaciones, cargadas de prejuicios y va-
loraciones negativas, impactan en las expectativas 
de las personas. Pareciera que los inmigrantes solo 
pueden ser aceptados cuando su presencia lo amerita: 
siempre y cuando constituyan una contribución, un 
aporte o una ventaja para las sociedades en las que 
decidieron desarrollar sus vidas (Liberona, 2015b). 
Cuando no se percibe como un beneficio, lo que 
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aparece son: “voces e ideas de mayores regula-
ciones políticas y de mercado, incluso de cierre 
de fronteras y de persecución y criminalización 
de los que migran en busca de nuevos horizontes 
y oportunidades” (Mondaca y Gajardo, 2015: 3)

Dentro de los relatos de las personas entre-
vistadas, identificamos que una de las mayores 
dificultades en la experiencia de tránsito es el trato 
de funcionarios fronterizos: 

“En la frontera no tuvimos buena experien-
cia, no nos trataron muy bien pero igual 
lo entendemos. Hemos escuchado a varias 
personas que les ha pasado lo mismo. Creo 
que es normal” (Camila, nacionalidad 
colombiana, entrevista en profundidad).

“Cuando intenté pasar [a territorio chile-
no] no me dejaron ingresar (sic). Me dijo 
que me pusiera por un lado de la garita 
donde ellos estaban. Yo me sentí como 
si fuese un delincuente porque nunca me 
había pasado, y luego esperé al cambio de 
turno en la frontera hubiese otro personal 
para solicitar otra vez el ingreso” (Juan, 
nacionalidad venezolana, entrevista en 
profundidad).

Se percibe que, en los controles fronterizos, 
existe una mayor experiencia de exclusión hacia la 
presencia de las personas migrantes. Así, el rápido 
crecimiento migratorio, en el contexto chileno, ha 
venido acompañado de un endurecimiento de las 
prácticas de control fronterizo y migratorio, con 
narrativas fuertemente centradas en la criminalización 
de las migraciones (Ramos y Tapia, 2019; Dufraix 
et al., 2020). En efecto, la puesta en marcha de una 
serie de medidas de penalización y restricciones en 
el ingreso de extranjeros, implementadas en la última 
década en Chile, ha otorgado a las autoridades un 
amplio margen de discrecionalidad, mediante po-
líticas, prácticas y narrativas enfocadas, entre otras 
cosas, en resguardar la seguridad nacional (Echagüe, 
2018; Concha, 2018; Quinteros et al., 2019).

Respecto de la inserción laboral de personas 
migrantes que participaron en el PREX, se identifica 
que, como una forma de subsistir, enviar remesas a 
las comunidades de origen y, en definitiva, satisfacer 
las distintas necesidades, elaboran diversas estrategias 
laborales sobre la base de sus trayectorias y procesos 
de circularidad migratoria (Tapia y Ramos, 2013; 

Leiva et al., 2017). Lo anterior, lo vemos reflejados 
en los siguientes relatos: 

“Comencé a trabajar así, sin documentos. 
Empecé a trabajar y después la PDI me 
agarró, me sacaron, volví a entrar… me 
castigaron 5 años. Volví a entrar, otra vez 
me encontró la PDI y me dejaron acá en 
este país. Y de ahí hasta que salió el año 
pasado proceso de regularización, he arre-
glado mis documentos. Ya tengo mi carnet” 
(Ana, nacionalidad peruana, entrevista en 
profundidad).

“Decían que no podíamos trabajar. Pero, 
cómo no íbamos a trabajar si teníamos 
que pagar [las tasas de visado] tuve que 
trabajar por ahí no más (…). Mi pareja 
igual, con algunos trabajos pequeño y así 
no más, sin contrato. Esperando que no 
nos pillaran porque no queríamos pagar 
multa. Al principio fue difícil, ya veníamos 
trabajando así [informal], desde un tiempo 
atrás porque nos quedamos sin visa. Pero 
ahora era distinto porque habíamos metido 
nuestros papeles para regularizarnos y no 
nos podíamos arriesgar, pero tampoco 
podíamos no trabajar porque mis hijos 
necesitan dinero” (Camila, nacionalidad 
colombiana, entrevista en profundidad).

“Trabajé, yo hago dulcecitos [pastelería], 
igual de manera informal. Eso, hacer dulces 
en la casa. No sé cómo le llaman acá a la pasa 
bocas… queque, como comercio informal. 
Más la ayuda de mis hijos, entre ellos me 
ayudaron para yo poder cancelar [pagar] 
todo el trámite” (Javiera, nacionalidad 
venezolana, entrevista en profundidad).

“Trabajé en el comercio informal. A veces 
viviendo con los poco que nos pasaba porque 
cuando tú no tienes documentos, te pagan 
lo que puede la gente, pero cuando uno 
tiene sus documentos, uno puede reclamar 
el derecho” (Ana, nacionalidad peruana, 
entrevista en profundidad).

“De la información que me dieron o sea por 
lo menos hasta que mi carnet no llegara no 
podía trabajar este… incluso con el proceso. 
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O sea, con el proceso de la solicitud no era 
ningún permiso para trabajo, pero, o sea 
tuve la suerte de conseguir trabajo sin tener 
tanto inconveniente” (Pedro, nacionalidad 
venezolana, entrevista en profundidad).

Asimismo, la imposibilidad de trabajar en el 
mercado formal durante el PREX ha sido uno de 
los aspectos criticados por parte de las instituciones 
que colaboran con la población migrante: 

“El mensaje siempre fue que no se podía 
trabajar como que fue bien claro y, de 
hecho, era la mayor absurdidad que se 
reflejó en esta política que fue analizada 
y denunciada también desde las organiza-
ciones migrante y pro migrantes desde el 
inicio, de la comunidad académica también 
que trabaja en estos temas (…) no poder 
trabajar, entonces, era una forma también 
de hacer desistir a las personas de que, al 
no contar con esa posibilidad de trabajar, 
empiezan a buscar otro destino migratorio y 
simplemente irse” (Informante Clave, Nº 1).

Según los relatos obtenidos, a pesar de que la 
normativa del PREX impedía trabajar de manera 
remunerada, las personas migrantes debieron ge-
nerar estrategias laborales informales para poder 
subsistir. Como, por ejemplo, trayectorias que se 
caracterizan por circularidad (Leiva y Ross, 2016) 
y que redireccionan la comprensión de la migración 
desde una perspectiva fija (Herrera, 2016) y la sitúa 
en trayectorias temporales de retorno o, lo que Tapia 
(2015) identifica como un saber circular permanente. 
En efecto, “la articulación entre frontera, mercado 
laboral y marco jurídico viene estructurando patrones 
migratorios y de movilidad fronteriza particulares 
en Tarapacá (…) donde las idas y venidas o las 
permanencias temporales o definitivas son parte de 
un saber circular de quienes quieren cruzan para 
obtener un mayor rendimiento de los recursos y de 
quienes ya conocen las ‘ventajas’ de su traspaso, que 
se difunde entre las redes familiares, de amigos y 
paisanos, lo que permite replicar los cruces” (Tapia, 
2015: 209 y ss.).

Además, la evidencia muestra que las personas 
migrantes que cuentan con permisos de residencia 
formales otorgados por el país de destino, como 
también documentos de identidad, son menos 
susceptibles a abusos de sus derechos, están más 

cerca de la estructura de oportunidades del Estado 
y también pueden aportar mediante sus pagos de 
tributos y aportes a los fondos de salud y seguridad 
social (Stefoni et al.,2018). 

No es posible pensar en una integración de las 
personas migrantes, si no se les reconoce formalmente 
su residencia, si no cuentan con identidad que les 
permita, por ejemplo, interactuar con el sistema 
público (Arís et al., 2018) y, en el caso del PREX, 
protección ante eventuales abusos laborales. De este 
modo, observamos cómo la migración indocumentada 
representa el prototipo del trabajador explotado en 
el sistema neoliberal (Stefoni et al., 2018). También 
se observa, en algunos casos, el aprovechamiento de 
empleadores dada la irregularidad administrativa: 

“A veces viviendo con los poco que nos 
pasaba porque cuando tú no tienes docu-
mentos, te pagan lo que puede la gente, 
pero cuando uno tiene sus documentos, uno 
puede reclamar el derecho” (Ana, naciona-
lidad peruana, entrevista en profundidad).

Aceptar este tipo de condiciones laborales, está 
relacionado con el estatus legal precario en el que se 
encuentran las personas migrantes irregulares, o en 
proceso de regularización. En efecto, son factores 
que los dejan en una posición más desfavorecida y 
vulnerable frente a los abusos del mercado y sujetos, 
muchas veces, a diversas formas de explotación 
(Stefoni et al., 2017; Ahumada et al., 2018). 

De este modo, encontrarse en condición irregular, 
o en proceso de regularización sin la posibilidad de 
acceder a empleos formales, es una situación que, 
habitualmente en un mercado laboral desregulado, 
beneficia al empleador por el ahorro que significa 
tener trabajadores sin contrato (Tapia y Ramos, 
2013; Leiva et al., 2017). Asimismo, una vez que 
las personas migrantes acceden a la regularidad, 
tampoco se observa preocupación, por parte del 
empleador, para cumplir con su obligación. Lo 
anterior, lo observamos en el siguiente relato: 

“Entro a trabajar en finales de septiembre 
en el agro [Terminal Agropecuario]. Yo no 
tenía mi carnet todavía, pero cuando llega 
mi carnet la persona con la que trabaja 
no me hizo el contrato, no me pagaba las 
imposiciones y era lo que me afectaba 
para el momento que me tocaba ingresar 
lo de la [residencia]. A mediados del año 
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pasado renuncio al agro” (Juan, nacionalidad 
venezolana, entrevista en profundidad).

El PREX se impulsó para dar respuesta a aquellos 
migrantes que se encontraban en situación irregular, 
y pudieran ser sujetos de derechos y beneficios 
sociales. Sin embargo, las políticas migratorias 
“seguras” tienen un doble perfil. Por una parte, 
proteger al migrante de posibles abusos, trata o 
tráfico, y por otra, proteger la seguridad nacional 
del Estado (Stang, 2016). En efecto, lo que ocurre 
es que, en muchas ocasiones, el empleador amenaza 
a los trabajadores con despedirlos en caso de que 
quieran participar del proceso de regularización, 
mientras que en otras los empleadores firman la 
oferta de trabajo, pero al final deciden no contratar 
al migrante luego del proceso (Colombini, 2012).

Asimismo, en cuanto al acceso a la infor-
mación en el PREX, se identifica que no existía 
mucha claridad para aquellos/as interesados/as en 
regularizarse. Lo que sigue fue relatado por los 
entrevistados: 

“Creo que fue un poco confuso. Cuando 
nos fuimos a inscribir [en el proceso de 
regularización], le preguntamos a la chica 
cuánto tiempo demoraría en llegar el carnet 
y no sabía. No siempre contestaban lo que 
uno le preguntaba” (Juan, nacionalidad 
colombiana entrevista en profundidad).

“Se habló primero a grandes rasgos, 
pero había un montón de procesos que 
no estaban descritos y que no había re-
glamentación. Por ejemplo, no se sabían 
exactamente los plazos, fue mucha la 
desinformación de ese primer periodo, 
sobre todo, y que causo mucha angustia en 
las personas migrantes porque se hablaba 
de este proceso de regularización, pero 
acompañado de un posterior proceso de 
expulsiones” (Informante Clave, Nº 3).

“Las informaciones no eran claras ni 
concisas, porque ellos [migrantes] venían 
con una claridad de que se iban a regu-
larizar, pero tampoco tenían claridad de, 
por ejemplo, hasta cuándo iba a durar el 
proceso, las horas del proceso, etc., estaban 
como experimentando [las autoridades]. 
Primero en la gobernación, después en 

la intendencia, después era en el estadio 
[contexto tarapaqueño]. Se suponía que al 
principio era solamente para las personas 
que habían entrado en ese tiempo, como 
las personas que habían entrado por pasos 
no habilitados, después dijeron que no, 
que era para todos los que estaban sin 
papeles, entonces es una confusión de 
información que también tenían ellos” 
(Informante Clave, Nº 2).

La desinformación en la experiencia de la “ilega-
lidad” provoca, por ejemplo, que las subjetividades 
migrantes se estructuren a partir de emociones 
como el miedo, la inseguridad y la vulnerabilidad, 
lo que de manera evidente afecta negativamente 
la vida cotidiana y la salud de los trabajadores y 
sus familias (Aquino, 2015). Lo anterior, lo vemos 
reflejado en el siguiente extracto: 

“Tuve temor. Con mi pareja hicimos la cola 
y nos dijeron que, por mí no podíamos tener 
documentos acá, tenía que salir me dijo 
la señorita de PDI, pero después vinieron 
otros, otros PDI más fuertes y le volvimos 
a preguntar y me dijo que sí podía arreglar 
mis papeles” (Ana, nacionalidad peruana, 
entrevista en profundidad).

Así podemos ver cómo la desinformación, 
dentro de las mismas instituciones encargadas de 
implementar el PREX perjudica la tranquilidad 
de quienes desconocen la normativa. A pesar de 
lo anterior, la percepción que tienen las personas 
migrantes cuando ya obtienen su visa, y pueden 
regularizar su situación migratoria, cambia y los 
alivia: 

“Sí, ya tengo todo, ya tengo mi carnet, ahora 
voy por mi segundo carnet y ojalá me salga 
mi definitiva porque eso estoy esperando. 
Llevo tantos años acá y me sentía sin mis 
documentos, me sentía mal porque iba a 
un trabajo y no podía y gracias a Dios que 
tengo un papel ahora que si puedo trabajar” 
(Ana, nacionalidad peruana, entrevista en 
profundidad).

Situar a las personas migrantes como sujetos en 
el lugar de la “ilegalidad” o como transgresores de las 
leyes del Estado, es uno de los modos más violentos 
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de legitimar la desigualdad y la exclusión de quienes 
han sido producidos histórica y socialmente como 
sujetos indeseables (Domenech, 2013). El efecto 
que tiene estar en situación irregular, impactando 
en la vida de las personas, que repiten el discurso 
de ilegalidad: 

“Claro, por supuesto estoy bien. Estoy 
legal, puedo transitar libremente. No 
estoy cometiendo un delito estando legal 
acá” (Javiera, nacionalidad venezolana, 
entrevista en profundidad).

Los/as inmigrantes anhelan, y procuran siempre 
de cualquier forma, obtener su más pronta residen-
cia regular en el país, así que solo en situaciones 
especiales, y cuando se superponen situaciones o 
casos de irregularidad migratoria que la autoridad 
de extranjería ha decidido no regularizar en ninguna 
circunstancia, es que pueden provocar o gestarse 
inmigrantes en situación irregular que solo esperan 
una amnistía (Noriega, 2014). En efecto, “la cri-
minalización de los trabajadores migrantes por su 
estatus migratorio ha tenido graves consecuencias 
sobre las subjetividades de estas personas, es decir, 
sobre las emociones, percepciones y aspiraciones 
a partir de las cuales dotan de sentido su mundo y 
su acción, y se comunican con los otros” (Aquino, 
2015: 80).

Respecto de la documentación que debían 
incorporar en el PREX, en la revisión de fuentes 
secundarias identificamos que el certificado de 
antecedentes fue un aspecto crítico. Lo anterior, 
lo observamos en el siguiente relato: 

“Claro, ese era el papel [certificado de an-
tecedentes] era el más difícil de conseguir. 
Y sigue siendo el papel más difícil de con-
seguir en el caso de los venezolanos. Yo me 
acuerdo de que la extensión de tiempo fue 
precisamente por lo mismo, porque muchos 
no tenían ese papel (Juan, nacionalidad 
venezolana, entrevista en profundidad).

En este sentido, Alonso (2013) recomienda 
varias medidas a considerar en estos procesos de 
regularización. Particularmente, los certificados 
solicitados deben ser fácil de tramitar. Es por lo an-
terior que se sugiere, como acción previa, establecer 
negociaciones con los Gobiernos de los países de 
origen con el fin de obtener rebajas o directamente 

la eliminación de las tasas correspondientes a 
certificaciones de los documentos exigidos. Así 
como también generar mecanismos de eximición de 
tasas mediante certificaciones de pobreza. Ambas 
dimensiones no fueron implementadas en el PREX.

Otro aspecto relevante detectado en la revisión 
de fuentes secundarias respecto del PREX, ha sido 
el tiempo de demora en la entrega de las residen-
cias. De hecho, en enero de 2021 hubo denuncias 
en algunos medios de comunicación, por parte de 
la comunidad haitiana, quienes han recibido visas 
con cinco días de vigencia o, ya vencidas13.

Es por ello que se consulta acerca de los tiempos 
de demora en recibir los documentos de identidad, 
una vez aportados los documentos necesarios y el 
pago de las tasas correspondientes. En concreto, se 
identifica una excesiva demora y desinformación en 
cuanto al tiempo de la total tramitación del PREX. Lo 
anterior lo vemos reflejado en los siguientes relatos: 

“Muchos migrantes, hasta ahora, están 
esperando a que los llamen y ha pasado un 
año y medio, y la gente sigue esperando a 
que los llamen. Entonces, están viniendo 
y preguntan si nosotros sabemos, y no, el 
proceso ya terminó” (Informante clave Nº 2).

“El proceso de regularización fue demoroso, 
acordarse de que comenzó la inscripción 
fueron pocos los que les llegó la respuesta 
como al mes, la mayoría fue a los 6 meses, 
8 meses, hasta un año. Entonces, también 
eso complicó que muchos, ya teniendo un 
trabajo, no pudieran conseguir regularizarse 
y que hoy en día también estamos viendo los 
resultados de esto” (Informante clave Nº 3).

“La regularización duró harto tiempo, como 
8 meses más o menos. Era horrible estar 
esperando, pero creo que fuimos hartos y 
por eso demoró” (Javiera, nacionalidad 
venezolana, entrevista en profundidad).

En el mismo sentido que el relato anterior, 
quienes obtuvieron su residencia temporaria, la que 
tiene una vigencia de 12 meses desde su aprobación, 
deben tramitar una prórroga en caso de no contar 
con todos los requisitos, o bien, optar por la visa 
definitiva. De acuerdo con la información obtenida 
por medio de las entrevistas, se puede notar la de-
ficiencia y demora en la entrega de las residencias: 
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“La visa temporaria cuando nos llegó ya 
estaba vencida, con dos días a vencerse 
y cómo mi hijo ya tenía la definitiva, ahí 
solicité la definitiva como carga de él porque 
fue lo que me dijeron en extranjería: “Pida 
la definitiva ya de una vez porque ya tiene 
dos días para vencerse y si no la pide, va a 
pagar multa”. En teoría, sólo tuve una visa, 
pero en el sistema y en extranjería tengo 
dos visas aprobadas” (Javiera, nacionalidad 
venezolana, entrevista en profundidad).

El “estatus legal precario”, estudiado por diver-
sos investigadores, plantea que la irregularidad son 
condiciones que el Estado contribuye a producir, 
mediante las normativas que regular el acceso de 
los migrantes a los derechos (De Génova, 2010; 
Thayer et al., 2017). En concreto, en el caso del 
PREX, a pesar de que el plazo para solicitar los 
permisos de residencias estaba definido, la entrega 
del documento de identificación no lo estaba: 

“Es un proceso que dicen 11 duraba 
meses, pero es mentira. Mi hija lo hizo 
por la manera nueva [PREX], en julio del 
año pasado (2019) y todavía no recibe el 
carnet (Javiera, nacionalidad venezolana, 
entrevista en profundidad).

“Bueno, a mí se me venció ya mi carnet el 
año pasado [2019] en noviembre y yo había 
pedido la cita y la cita la tuve en enero de 
este año [2020] si no me equivoco el 6 de 
enero. Yo había pedido la prórroga para 
la temporaria y el carnet no me llegaba 
todavía” (Juan, nacionalidad venezolana 
entrevista en profundidad).

A la luz de lo anterior, consideramos que, 
el hecho de que los/as migrantes pierdan sus 
residencias por plazos de vencimiento, y queden 
nuevamente en situación administrativa irregu-
lar, es una consecuencia de mantener la idea de 
migrante-amenaza que fundamenta la legislación 
actual (Stang et al., 2020).

Asimismo, un hallazgo observado en el tra-
bajo de campo fueron las redes de apoyo entre la 
comunidad migrante. Estas redes de tipo informal 
fueron muy importantes para la subsistencia durante 
el proceso de regularización. Como, por ejemplo, 
para los pagos de las solicitudes.

“Nos ayudamos porque somos peruanos, 
aunque seamos peruanos, bolivianos, de 
Brasil, colombianos, porque todos venimos 
a surgir a un país y siempre venimos por 
los hijos” (Ana, nacionalidad peruana, 
entrevista en profundidad).

“Si, fuimos varios y nos apoyamos entre 
nosotros… nos compartimos información en 
la regularización y así” (Juan, nacionalidad 
colombiana, entrevista en profundidad).

“Bueno en el grupo de venezolanos en el 
que estoy, ahí por lo menos que estuve sin 
trabajo hacían publicaciones para un evento 
como mesero o como garzón, ahí habla 
con la persona y trabajaba (…) también 
con los ahorros pude pagar el trámite de 
la regularización, también mi familia me 
apoyó para que pudiera pagar (Pedro, 
nacionalidad venezolana, entrevista en 
profundidad).

Durante el paso del tiempo, las personas mi-
grantes desarrollan diversas estrategias personales 
y colectivas de resistencia para poder sortear las 
subjetividades en la vida cotidiana (Aquino, 2015). 
Por ello, las redes migratorias de apoyo se identi-
fican como un soporte emocional, informativo y 
económico en la experiencia migratoria (Tapia y 
Ramos, 2013).

Finalmente, respecto de la percepción general 
del PREX se identifica como positiva. Tanto en las 
comunidades de migrantes como en las organiza-
ciones que otorgaron apoyo durante el proceso. Lo 
anterior, lo observamos en los siguientes relatos: 

“Impactó de una forma muy positiva [el 
PREX] porque muchos que estaban tra-
bajando en forma irregular sin contrato, 
estaban esperando esta oportunidad para 
poder regularizar y obtener su visa, carnet 
de identidad, para poder caminar con la 
frente en alto, caminar sin problema y sin 
temor, y así ver que los empleadores tam-
bién le podían hacer contrato de trabajo” 
(Informante clave Nº 1).

“Ya tengo todo, ya tengo mi carnet, ahora 
voy por mi segundo carnet y ojalá me salga 
mi definitiva porque eso estoy esperando. 
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Llevo tantos años acá y me sentía sin mis 
documentos, me sentía mal porque iba a 
un trabajo y no podía y gracias a Dios que 
tengo un papel ahora que si puedo trabajar” 
(Ana, nacionalidad peruana, entrevista en 
profundidad).

“Estoy legal, puedo transitar libremente. 
No estoy cometiendo un delito estando 
legal acá. Por todo mi tratamiento, me 
han dado una gran oportunidad” (Camila, 
nacionalidad colombiana, entrevista en 
profundidad).

“Me ayudó la regularización, sí, me ayudó 
mucho. Ahora puedo estar tranquila y traba-
jar bien” (Javiera, nacionalidad colombiana, 
entrevista en profundidad).

Finalmente, si bien los resultados de la investi-
gación dan cuenta que hubo una buena percepción 
por parte de la población y organizaciones migrantes 
y promigrantes en torno a la iniciativa de regulariza-
ción, durante todo el proceso se generaron diversas 
dificultades que ponen en duda el alcance de la 
medida. Como, por ejemplo, excesiva tardanza en 
la respuesta a las solicitudes, entrega de residencias 
a punto de vencer y problemas relacionados con 
la prohibición de trabajar formalmente mientras 
no se aprobaran las residencias. Asimismo, se 
identifica una falta de coordinación con los países 
que tienen mayor presencia de población migrante 
en condición irregular, para evitar, por ejemplo, la 
demora en la entrega del certificado de antecedentes 
penales que debían incorporar durante el PREX. 
Este documento, según los resultados obtenidos, 
se considera fue una de las trabas más relevantes 
para la comunidad migrante a la hora de culminar 
el PREX, especialmente para nacionales de Haití 
y Venezuela. De este modo, se identifica que la 
regularización migratoria extraordinaria no es un 
proceso que elimine la “ilegalidad” de migrantes 
en el territorio, sino que construye un campo donde 
los que no resultan elegibles, permanecen en su 
estatus irregular e indocumentados sin opción de 
regularizarse (De Génova, 2004; Domenech, 2017).

5. Consideraciones finales

Los procesos de regularización migratoria son 
vistos como una oportunidad que disminuye los 

niveles de irregularidad. De hecho, entre las estra-
tegias de diversos países para evitar las migraciones 
irregulares, están, precisamente, los procesos de 
regularización (Domenech, 2017). Lo anterior, 
sin embargo, no es algo que resuelva el problema 
estructural en torno a la inclusión efectiva de las 
personas migrantes en las sociedades de acogida. 
Por el contrario, presentar esta medida como un 
beneficio que resuelve la carencia de no tener 
acceso a previsión social, de salud, etc., es situar al 
migrante como un sujeto excluido solo por su estatus 
administrativo (Thayer et al., 2017). Por tanto, las 
regularizaciones extraordinarias no resuelven las 
causas más profundas de un modo de gobernar 
las migraciones en torno a procesos de exclusión 
(Stang et al., 2020).

Respecto del proceso de regularización mi-
gratoria extraordinaria, implementado en Chile 
durante el periodo 2018-2019, se identifican, 
según la revisión de antecedentes, dificultades 
en la práctica para obtener dicha regularidad. Es 
por lo anterior que se decide realizar, desde una 
aproximación exploratoria-cualitativa, entrevistas 
a informantes claves y personas migrantes que 
participaron en dicho proceso y que habitan en 
la región de Tarapacá. El espacio escogido se 
debe, principalmente, a que este territorio fue el 
que más solicitudes se ingresaron, después de la 
capital de Chile, Santiago. El afán fue conocer la 
percepción de las personas migrantes en relación 
con el PREX, los mecanismos de subsistencia 
utilizados, los tiempos de espera y el acceso a la 
información, entre otras dimensiones de análisis. 
A partir de lo anterior, los resultados obtenidos 
dan cuenta que, si bien fue una medida esperada 
por la comunidad migrante asentada en Chile, las 
instituciones encargadas de realizar los trámites 
migratorios no cumplieron con los plazos compro-
metidos, hubo importantes retrasos en la entrega 
de los documentos y no existió una adecuada 
estrategia de información durante el periodo de 
implementación. Además, la imposibilidad de 
trabajar de manera formal mientras se resolvían las 
solicitudes, generó efectos negativos en cuanto a 
proteger a las/os trabajadores migrantes de posibles 
vulneraciones y las/os obligó a generar estrategias 
informales para la subsistencia.

En relación con lo anterior, resulta preocupante 
la situación en la que han quedado las personas 
migrantes que fueron rechazadas durante el PREX. 
Lo anterior, porque se exponen a expulsión por 
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irregularidad. Sin embargo, de acuerdo con la in-
formación disponible (Brandariz et al., 2018), es 
posible advertir que el Estado chileno no tiene la 
capacidad para materializar todas las expulsiones 
que se dispone a ejecutar. En efecto, si bien la 
administración chilena se pronunció anunciando 
expulsiones, lo que queda de manifiesto, como ocurre 
con las medidas de expulsión administrativa, es el 
habitar en una constante amenaza de deportación 
(Quinteros, 2019). Razón por la cual, han quedado 
miles de personas migrantes residiendo en Chile sin 
la posibilidad de acceder a regularización por una 
sanción administrativa vigente.

En concreto, creemos que los procesos de 
regularización son un punto de partida para el re-
conocimiento de los derechos jurídicos, sociales y 

políticos de las personas migrantes. Una solución 
transitoria ante la necesidad de conseguir una 
residencia que evite los riesgos asociados a la con-
dición de irregularidad. Por tanto, en la medida que 
la institucionalidad chilena no integre de manera 
adecuada, y garantice la protección de derechos 
por las vías legales, los procesos de regularización 
seguirán siendo la esperanza de vida para miles de 
migrantes en situación irregular (Azócar, 2016). Es 
por lo anterior que se cree necesario implementar 
un nuevo proceso de regularización migratoria que 
permita corregir los errores del 2018 y avanzar hacia 
una política migratoria que no solo posibilite el 
acceso a residencias, sino que también una inclu-
sión social y política efectiva para la comunidad 
migrante asentada en Chile.
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